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SEÑORA PRESIDENTA (Laurnaga).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas, economista Fernando Lorenzo y a 
sus asesores, economista Martín Vallcorba y señor José Ibarburu. La Comisión los ha invitado a efectos de 
que nos den su opinión acerca del Convenio Constitutivo del Banco del Sur. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Hace dos semanas presentamos el informe en base a dos aspectos. 
Uno es que se trata de un proyecto que interesa al Gobierno. Los integrantes de la bancada de 
Gobierno que integramos esta Comisión recibimos una llamada telefónica desde Presidencia de la 
República para que se diera un trámite ágil a este asunto. El segundo aspecto es que en la Comisión 


queríamos coordinar la presencia del Ministro para que luego pudiéramos tratar el proyecto en el 
plenario. Gracias a su rápida comparecencia podremos actuar a tiempo y el próximo martes 
presentaríamos el proyecto en el plenario que contará con informe favorable de la bancada de 
Gobierno. 


Se trata de una vieja aspiración que viene de la Legislatura anterior, que contó con la firma del ex Presidente, 
doctor Tabaré Vázquez, y el actual Gobierno, encabezado por el señor José Mujica lo ha ratificado. A nuestro 
entender es un proyecto muy importante. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El proyecto que está a consideración 
parlamentaria, relativo al Convenio Constitutivo del Banco del Sur, es una iniciativa que nos gustaría 
enmarcar dentro de un desafío que están enfrentando los países de la región en estos últimos años. Se 
trata de fortalecer instituciones financieras de cooperación regional preexistentes y también 
desarrollar nuevas. 


Como ustedes saben, Uruguay integra cinco entidades financieras de alcance regional: es miembro fundador 
del Banco Interamericano de Desarrollo; en la actualidad es accionista con plenos derechos de la Corporación 
Andina de Fomento; junto a Argentina, Brasil, Paraguay y Bolivia integra el FONPLATA; en el período 
anterior adhirió al Fondo Latinoamericano de Reservas, y en este caso, Uruguay ha estado trabajando junto a 
los demás países de la región en la creación de una nueva institución financiera que se suma a las 
preexistentes, en el marco de una estrategia de nuestro Gobierno tendiente a ser miembro más activo y 
aumentar su participación e involucramiento en estas instituciones financieras. 


En primer lugar, quisiera señalar que en estos últimos cuatro años Uruguay se ha convertido en miembro 
pleno de la Corporación Andina de Fomento. En los últimos tres años hemos asistido a un proceso en dos 
instancias de capitalización y fortalecimiento de la Corporación Andina de Fomento por montos muy 
significativos; el lunes de la semana pasada aprobamos la segunda ampliación extraordinaria del capital de la 
CAF. Me parece que es un hito que vale la pena contemplar a la luz del desarrollo de instituciones de 
cooperación regional. Uruguay adhirió al FLAR hace unos años, y en estos momentos está tratando de llevar 
su participación al máximo posible. A su vez, durante los años 2010 y 2011 hemos sido partícipes de un 
intenso trabajo de recuperación y fortalecimiento de FONPLATA. Este es un esfuerzo que finalmente se está 
cristalizando en cambios importantes en su estructura organizativa, que se estarán procesando a partir de 
diciembre de este año. A esto hay que sumar que Uruguay votó a favor -el Parlamento ya se ha expedido- el 
aumento del capital del Banco Interamericano de Desarrollo que fuera aprobado en ocasión de la Asamblea 
de Gobernadores en Cancún. 


La creación del Banco del Sur, que ha llevado un largo proceso de análisis y de trabajo conjunto a nivel de 
los países de la región, constituye una herramienta adicional. Como no podía ser de otra manera, como 
generalmente ocurre en las finanzas, la multiplicidad y especialización de herramientas e instrumentos 
financieros, lejos de convertirse en realidades de competencia que terminen siendo menos eficientes que otras 
formas de organización, termina siendo absolutamente fundamental para ir construyendo una arquitectura 
financiera moderna, más sólida y que ofrezca respuestas específicas y especializadas a problemas diferentes 
que se presentan a nuestros países. Fue con este espíritu y en el marco de este conjunto de acciones que desde 
el principio nuestro país ha estado colaborando, trabajando y bastante involucrado en la creación del futuro 
Banco del Sur. 


Esta es una institución propiedad de los Estados de la región. Su estructura de incorporación de capital es 
bastante parecida a la de la Corporación Andina de Fomento, ya que el 97% del capital accionario está en 
manos de los países de América del Sur y Panamá; tiene la misma lógica de estructura accionaria que 
FONPLATA. En el Convenio Constitutivo que está a consideración del Parlamento se reserva, de algún 
modo, la posibilidad de ser accionistas, fundamentalmente para lo que se llaman Estados clase A, que son los 
integrantes de la UNASUR -la totalidad de los Estados de Sudamérica-; en la clase B están los Estados de la 
región que no integran la UNASUR); en la clase C se incorpora algo sobre lo que ya hay antecedentes en la 
CAF y que tiene un formato muy similar: pueden ser accionistas de clase C bancos centrales, entidades 
financieras públicas o mixtas y organismos multilaterales de crédito; la clase C del capital accionario queda 
en una definición relativamente amplia. 


Esta institución está pensada para financiar proyectos de inversión de relevancia para la región; aparece como 
especializada como banca de inversión, como banca de desarrollo y no está previsto que opere con 
instrumentos que tienen otras instituciones financieras de la región, que en muchas circunstancias ofrecen 
apoyo al financiamiento presupuestal de los Gobiernos. La operativa del Banco del Sur va a estar 
concentrada en proyectos de inversión y de desarrollo. Los potenciales clientes del Banco son órganos 
estatales, entidades autónomas, empresas mixtas, empresas privadas, cooperativas, empresas asociativas y 
comunitarias, con una definición suficientemente amplia de quiénes pueden ser los que presentan los 
proyectos de inversión y con los mismos instrumentos que para todas estas instituciones. 


El Banco del Sur va a prestar asistencia técnica -siempre se prevé que estas instituciones lo hagan -a los 
países. Parte de las capacidades que ellas generan se vuelcan bajo el formato de asistencia técnica a los 
clientes. En este caso, abarcará a todos lo que mencionamos anteriormente. 


Por supuesto que está previsto que realicen operaciones financieras vinculadas a operaciones de crédito como 
por ejemplo fianzas, avales y otras garantías, así como también emitir bonos. La lógica de una institución de 
este tipo es que no esté limitada financieramente en forma exclusiva por los aportes de capital realizados por 
los socios, sino que puedan operar en el mercado. 


El Convenio Constitutivo del Banco prevé un capital autorizado máximo de US$ 20.000:000.000 y un capital 
suscrito -es el que acuerdan los países que se suscriban en la etapa inicial- equivalente a US$ 7.000:000.000. 


Está previsto que la integración de acciones correspondientes a la clase A se realice como mínimo con un 
90% en dólares; el resto podrá hacerse en moneda nacional y será revisado periódicamente, una vez al año. 
Esta es una innovación importante en el Convenio. En otras instituciones regionales de cooperación regional 
no ha sido posible que esto se lleve a cabo. Eso plantea problemas y quisiera aprovechar para mencionarlos. 
Para un país como el nuestro, que todavía tiene una proporción de deuda en moneda extranjera, la parte más 
importante de la deuda en moneda extranjera es con los multilaterales. Estos operan esencialmente con 
nuestros países en divisas, fundamentalmente en dólares americanos. 


Es un largo anhelo de los países que tienen exceso de dolarización en sus portafolios financieros que los 
organismos de cooperación financiera regional puedan operar en nuestra moneda. En los últimos tiempos 
hemos tenido buenas noticias. No solo hemos realizado con el Banco Mundial alguna operación directa de 
crédito en moneda nacional, sino que en estas últimas semanas hemos podido hacer operaciones de "swap" y 
realizar conversión de deuda de moneda extranjera a moneda nacional. Esto nos alienta mucho porque el 
problema está siendo entendido y jerarquizado por parte de los multilaterales. 


De los aportes realizados por los accionistas de clase A -a la que nosotros pertenecemos -el 20% corresponde 
a capital en efectivo y el 80% restante a capital de garantía. Esta estructura es muy similar conceptualmente a 
la que tenemos con el BID y con otros institutos multilaterales con los que Uruguay participa. Nuestra 
incorporación de capital -prevista para este nivel de suscripción de US$ 7.000:000.000- asciende a US$ 
400:000.000. Quiere decir que solamente el 20% se va a incorporar como pago; el resto es una estructura de 
documentos de garantía que la República ofrece y que tiene el mismo formato y lógica que la del Banco 
Interamericano de Desarrollo, cuya ampliación de capital hace pocas semanas el Parlamento tuvo a 
consideración. En la estructura de integración de capital se prevé un cronograma que es el aplicable a 
Argentina, Brasil y Venezuela, que tienen que hacer la incorporación en cinco cuotas de 20%. El resto de los 
países de la clase A podemos hacerlo en diez cuotas de 10%. Por supuesto que podemos acelerar ese proceso; 
este es el que se establece como máximo. Para Uruguay esto implicaría que estaría integrando a razón de 
US$ 40:000.000 por año, de los cuales US$ 8:000.000 se volcarían en pagos efectivos y el resto en capital de 
garantía. 


La estructura de capital del Banco va a ir fortaleciéndose a lo largo del tiempo, pero eso es algo gradual. La 
construcción de una institución financiera es algo complejo. 


Una institución financiera multilateral requiere, básicamente, de capacidades que se gestan en la práctica. La 
lógica de incorporación de capital va previendo el surgimiento de una institución que va ganando 
posibilidades de contribuir gradualmente al desarrollo de nuestros países. 


He realizado una esquemática presentación de los puntos fundamentales que tienen que ver con algunos 
aspectos cuantitativos. El economista Vallcorba ha sido la persona que en representación de nuestro país ha 


participado en forma directa y continua en el proceso de negociación. Creo que él puede sintetizar otros 
aspectos del Convenio que merecen ser destacados. 


SEÑOR VALLCORBA.- Complementando la exposición del señor Ministro, nuestra idea es tratar de 
concentrarnos fundamentalmente en los primeros cuatro capítulos del Convenio Constitutivo, que es 
donde están los aspectos más sustantivos en lo que hace a la estructura, funcionamiento, características 
de esta nueva institución que se está creando. 


El Ministro se concentró fundamentalmente en los aspectos que están previstos en los Capítulos II y III, que 
hacen referencia al objeto, funciones y capital del Banco. Poco más podemos plantear sobre esos puntos 
complementando lo ya dicho. 


El objeto fundamental básico que se plantea para el Banco tiene que ver, precisamente, con el financiamiento 
del desarrollo económico y social de nuestros países, con un énfasis importante en facilitar, promover y 
fortalecer los procesos de integración y también en los aspectos vinculados con la reducción de asimetrías y 
la promoción de una distribución más equitativa de las inversiones entre los distintos países miembro. Este es 
un elemento que va a estar presente en diversos aspectos del Convenio Constitutivo, con un tratamiento más 
favorable hacia los países más pequeños, de menor desarrollo relativo, que va en línea con este objetivo de 
reducir asimetrías y promover una desarrollo más equilibrado de la región. 


Como se planteó, la función principal del Banco va a estar dada en el financiamiento de proyectos de 
inversión, que pueden estar relacionados con el desarrollo de sectores clave de la economía, pero también con 
aspectos vinculados con sectores sociales, con políticas sociales que se quiera implementar. También están 
presentes los aspectos vinculados con la adecuación, la expansión y la interconexión de la infraestructura 
regional con este enfoque que promueve y se plantea como objetivo fortalecer los procesos de integración 
regional. También hay una línea específica de proyectos destinados en particular a atender las asimetrías que 
pueden estar presentes entre los países miembro. Estas son las funciones básicas y las líneas de trabajo en 
materia de proyectos que el Banco se propone financiar. 


Asimismo, está previsto la posibilidad de constituir dos fondos especiales: uno de solidaridad social y otro de 
emergencia, que atiendan situaciones particulares. Está previsto que estos fondos puedan llegar a operar bajo 
la modalidad de préstamos reembolsables o no reembolsables. Son elementos que no van a formar parte de la 
actividad inicial del Banco, sino que son proyectos cuyo desarrollo se promueve, con una operativa que va a 
estar separada de lo que es el capital básico del Banco. Esto funcionaría por fuera de la estructura esencial del 
Banco, que está prevista para el financiamiento de los proyectos que comentábamos hoy. 


En materia de capital, el señor Ministro hizo una explicación detallada de los aspectos centrales previstos en 
el Convenio Constitutivo. En relación con el capital de garantía, lo que está previsto en el Convenio es que 
estará sujeto a la obligación de integración cuando los recursos del Banco no sean suficientes para hacer 
frente a las necesidades financieras que este tenga, y va a requerir la aprobación del Consejo de Ministros, 
que es uno de los órganos que hacen a la estructura institucional del Banco del Sur. 


El Capítulo IV se refiere a la organización, administración, control y responsabilidades del Banco del Sur y 
allí se establecen cuáles son los órganos de gobierno. Los órganos de gobierno del Banco son el Consejo de 
Ministros y el Consejo de Administración, y luego tenemos un órgano ejecutivo, que es el Directorio 
Ejecutivo, además del Consejo de Auditoria, que está previsto que funcione en la institución. 


En cuanto al Consejo de Ministros, un elemento importante a destacar tiene que ver con el hecho de que cada 
país va a tener derecho a un voto en las decisiones que se adopten en ese ámbito. Está previsto que las 
decisiones se tomen con el voto favorable de al menos las tres cuartas partes de los Estados miembro que 
forman parte del Banco y que estén representados en el Consejo de Ministros. La función básica que va a 
tener el Consejo de Ministros tiene que ver con establecer las políticas generales de mediano y largo plazo 
del Banco, los lineamientos estratégicos que van a definir el marco general de su actuación, que luego será 
instrumentado y operativizado por los demás órganos de gobierno. 


El otro órgano de gobierno es el Consejo de Administración, que está previsto tenga una frecuencia de 
reunión mínima trimestral, en la cual también va a haber un representante de cada país miembro, cada uno de 
los cuales va a tener derecho a un voto. Está establecido que funcione con un quórum mínimo de tres cuartas 


partes de sus miembros y que la regla de votación esté dada por la mayoría absoluta de los miembros 
presentes del Consejo. La función básica que corresponde al Consejo de Administración tiene que ver con el 
monitoreo de la gestión económica, financiera y crediticia del Banco, también con los aspectos vinculados 
con la aprobación de los criterios de riesgo crediticio y, en general, con definir el conjunto de la política 
integral de gestión de riesgo de la institución. Este es un aspecto en el que me voy a detener más adelante. En 
el proceso de discusión del Convenio Constitutivo, Uruguay ha hecho especial hincapié en la importancia de 
que los temas vinculados con una adecuada política de gestión integral de riesgo estén presentes desde el 
comienzo. Otra de las funciones que va a cumplir el Consejo de Administración tiene que ver con la 
elaboración de un informe anual, que va a ser sometido a consideración del Consejo de Ministros, vinculado 
con una evaluación de la gestión económica, financiera y crediticia del Banco. 


El órgano ejecutivo principal es el Directorio Ejecutivo, en el cual está previsto que exista un Director por 
cada uno de los países miembro y, al mismo tiempo, que exista un Director designado por el conjunto de los 
accionistas Clase B y también un Director designado por el conjunto de los accionistas Clase C, que 
representan a bancos centrales, organismos multilaterales, etcétera. En ambos casos, tanto el representante de 
los accionistas Clase B como el de los de Clase C tienen presencia y participación en el Directorio Ejecutivo, 
pero no cuentan con derecho a voto. Está previsto como regla general de votación que se adopten las 
decisiones por mayoría simple de los Directores que representan a los países miembro presentes. Hay un 
régimen especial de votación para aquellas decisiones más relevantes para el Banco, en particular las 
operaciones crediticias por más de US$ 70:000.000 o aquellas que superan el 1% del capital efectivamente 
integrado, en el caso que este sea mayor. En este caso, en la medida en que esas decisiones involucran un 
volumen significativo del capital del Banco, se requiere el voto favorable de las dos terceras partes de los 
Directores y que, al mismo tiempo, representen el 66% del capital accionario; hay una doble condición que 
tiene que ver con la cantidad de países y también con la participación relativa que estos tienen en capital 
accionario, como salvaguarda para estas decisiones de mayor envergadura. 


El Directorio Ejecutivo es el que va a estar a cargo de la administración general del Banco, en particular, va a 
ser el encargado de ejecutar la política financiera y crediticia y, en general, va a ser el órgano encargado de 
autorizar y aprobar las distintas operaciones activas y pasivas que la institución desarrolle. Va a existir un 
Presidente del Directorio Ejecutivo, que va a ejercer la representación legal del Banco, que va a ser rotativo, 
con un período de vigencia establecido en el Convenio Constitutivo. 


Está previsto que a medida que se concrete la integración de la totalidad de los países signatarios del 
Convenio Constitutivo comience a funcionar un Comité Ejecutivo, al cual se le delegue las decisiones 
cotidianas y que va a estar integrado por el Presidente del Directorio Ejecutivo y por tres miembros del 
Directorio, al menos uno de los cuales va a tener que ser representante de los países que tienen menor aporte 
de capital: Uruguay, Ecuador, Paraguay y Bolivia de los actualmente signatarios, y Guyana y Surinam en 
caso de que se incorporen. 


También está prevista la existencia de un Consejo de Auditoría, que va a estar integrado por un Director 
designado por cada uno de los países miembro, por un representante de los accionistas Clase B y por un 
representante de los accionistas Clase C. Va a ejercer el control y monitoreo del funcionamiento y de las 
decisiones que se adoptan en el Banco y en sus distintos organismos. 


Como ya adelanté, un punto en el que quiero hacer particular hincapié tiene que ver con el Capítulo V, 
Gestión de Riesgo, que se complementa con una de las disposiciones transitorias que están previstas al final 
del Convenio Constitutivo, que tiene que ver con los aspectos que refieren a la gestión integral de riesgo. 
Durante todo el proceso de discusión del Convenio Constitutivo este fue un punto en el cual hemos hecho 
particular hincapié porque nos parece esencial construir una institución que tenga como base la adopción de 
las mejores prácticas a nivel internacional en materia de gestión de riesgo. Esto está en la base de una de las 
definiciones planeadas en el Convenio Constitutivo, que hacen a la sustentabilidad del Banco y a la 
sostenibilidad en el tiempo de su actividad. En este sentido, está previsto desarrollar, adoptar y aplicar 
distintas medidas y mecanismos para identificar, medir y monitorear los riesgos que se van asumiendo y que 
estos, al mismo tiempo, estén encuadrados dentro de los límites generales de exposición que hayan sido 
definidos por los distintos organismos del Banco. 


Como norma transitoria, al final del Convenio Constitutivo está prevista la constitución de una Comisión ad 
hoc, de un grupo de trabajo integrado por los miembros del Directorio y por representantes de los bancos 


centrales y las superintendencias encargadas de la supervisión, que tiene como tarea central la definición del 
conjunto de reglas operativas y, en particular, de los aspectos vinculados con la gestión de riesgo del Banco, 
tanto en lo que tiene que ver con la política crediticia como con los aspectos vinculados con la gestión de 
riesgo de mercado, riesgo operativo, etcétera. 


Dentro del Capítulo de Gestión de Riesgo también está prevista la definición de los límites de endeudamiento 
y exposición, que el Convenio Constitutivo define como marco general de actuación. En ese sentido, está 
establecido un límite a la relación del pasivo total del Banco respecto de su patrimonio neto, que se establece 
que no podrá ser superior a dos veces y media -eventualmente, el Consejo de Ministros podrá extenderlo 
hasta cuatro veces-, como una forma de limitar el apalancamiento que el Banco puede llegar a tener a través 
de la obtención de fondos de terceros. Asimismo, está establecido un límite en lo que tiene que ver con los 
préstamos e inversiones que el Banco conceda respecto al patrimonio neto, como otra forma de acotar los 
riesgos que la institución asume con relación a su patrimonio. Finalmente, en este capítulo están previstos los 
límites de financiamiento que cada uno de los países puede obtener del Banco. Aquí también hay un 
tratamiento diferenciado entre los países: está previsto que aquellos que realizan un mayor aporte de capital - 
Argentina, Brasil y Venezuela- puedan obtener préstamos del Banco hasta cuatro veces el capital que cada 
uno haya integrado, y en el caso de los restantes países, este límite se extiende hasta ocho veces el capital 
suscrito. Esto se inspira en una lógica en la cual se pretende tener un tratamiento más favorable hacia los 
países pequeños y de menor desarrollo relativo. 


En lo que tiene que ver con los aportes de capital, inicialmente el capital suscrito es de US$ 7.000:000.000, 
que refiere a los siete países signatarios del Convenio Constitutivo, pero el Convenio Constitutivo establece 
las condiciones en las cuales se podrían incorporar los restantes países miembros de la UNASUR, 
Precisamente, este es uno de los objetivos que están planteados. El Banco del Sur surge como un organismo 
para el financiamiento del conjunto de los países de la UNASUR. Precisamente, en todo este proceso hemos 
estado tratando de generar condiciones para que rápidamente los países que hoy no forman parte del Banco 
del Sur puedan integrarse. Así están previstas las condiciones en las cuales se incorporarían Chile, Colombia 
y Perú, en una franja intermedia de aporte de US$ 970:000.000, y Guyana y Surinam, que es la franja de 
menor aporte de capital. En un horizonte de mediano plazo en el cual estuviera integrada la totalidad de los 
países miembros de la UNASUR, el capital del Banco ascendería a US$ 10.000:000.000, existiendo la 
posibilidad de tener otros US$ 10.000:000.000 para ampliación de capital, que es parte de lo que está previsto 
como capital autorizado en el Convenio Constitutivo. 


En cuanto a volúmenes de fondos que nuestro país puede llegar a obtener del Banco del Sur, teniendo en 
cuenta los límites de exposición que comentábamos recién, al final de este proceso, Uruguay habrá integrado 
capital por US$ 80:000.000, lo cual le habilitaría obtener financiamiento por US$ 640:000.000 para los 
proyectos de inversión referidos a sectores clave de la economía, a sectores sociales o aspectos vinculados 
con la infraestructura. Consideramos que es una oportunidad importante para nuestro país complementar las 
fuentes de financiamiento que ya obtiene a partir de los restantes organismos multilaterales de los cuales 
somos parte. 


SEÑOR AMADO.- Muchas gracias al señor Ministro por su presencia. Para nosotros es muy 
importante contar con información de primera mano y de primer nivel en un tema que no es para 
nada menor y del que, quizás por responsabilidad nuestra, carecíamos de datos y de información. Por 
eso, esta instancia nos parece fundamental porque podremos tener una idea más acabada de lo que 
piensa el Poder Ejecutivo en cuanto a este tema. 


El señor Ministro desde el inicio de su presentación nos ilustraba en cuanto a que el Uruguay tiene una 
participación muy activa en lo que se refiere a integrar, apoyar, y recibir colaboración de entidades 
financieras de la región y del mundo. Se nombró al Banco Interamericano de Desarrollo, a la Corporación 
Andina de Fomento, a FONPLATA, el Fondo Latinoamericano de Reservas, etcétera. 


Entonces, una de las preguntas naturales que surge es si -existe la necesidad de que Uruguay se embarque en 
una nueva empresa de este tipo, habida cuenta de que ya tiene una participación muy activa en distintas 
entidades de este tipo y de la importante colaboración que ya están brindando muchas de estas entidades. 
También hay una pregunta concreta en cuanto a si el Gobierno uruguayo está satisfecho con la colaboración 
de las distintas entidades con las que tenemos contacto y relacionamiento. El Banco Interamericano de 
Desarrollo es una de las entidades con las cuales, obviamente, hay una fluidez muy importante y colabora en 


una cantidad de proyectos que se llevan a cabo en nuestro país. ¿Hay materias pendientes? ¿No hay 
conformidad en cuanto al ida y vuelta con estas entidades a las que ya pertenecemos y, por ende, quizás sería 
otra estrategia el hecho de fundar otra entidad financiera? En una fase inicial es muy difícil ser concreto y eso 
lo entendemos, pero cuando se habla de los proyectos a los que iría destinada la colaboración de este futuro 
banco, nos referimos a proyectos que vayan en la dirección de sustentar, de ayudar al desarrollo social, a 
sectores clave de los países, en infraestructura, en cooperación económica a efectos de que -disminuyan las 
asimetrías. Contemplando que es una instancia inicial estamos, de todos modos, muy en las nubes en la 
discusión. ¿Tenemos en mente en nuestro país proyectos concretos a los cuales este banco podría apoyar o 
todavía estamos en la fase de buenos deseos? ¿Existe algo concreto en lo que el Gobierno uruguayo esté 
pensando que puede ayudarnos esta nueva entidad? 


Otra cosa que realmente quería preguntar es el por qué del apuro. Los representantes del Gobierno han 
manifestado en la Comisión que quieren que este proyecto sea aprobado antes de fin de año, por lo que 
seguramente en la próxima sesión se estaría votando en la Comisión para -luego pasar al Plenario. Inclusive, 
ya está fijada la fecha en la que se aprobaría esta creación del Banco del Sur. 


En esto las relaciones internacionales son muy claras. Hace un tiempo, en esta misma Comisión y en el 
Plenario, ante determinadas circunstancias políticas regionales votamos la creación de la UNASUR, más allá 
de algunas diferencias o de no estar muy convencidos de la verdadera necesidad o ventaja que Uruguay 
puede llegar a sacar de esa entidad regional. Más allá de eso, había una situación política y las situaciones 
políticas, en lo que tienen que ver con la política internacional pesan y mucho y era que Uruguay podía ser el 
que destrabara y fuera el noveno país en votar en su Parlamento la ratificación del Tratado Constitutivo de 
UNASUR por lo cual nuestro país se colocaba en un lugar privilegiado de los primeros nueve países que 
aprobaban dicho Tratado y, por ende, estaba en ese pelotón con cierto privilegio. Más allá de lo que nos 
pudiera dar o no la UNASUR nos iba a servir aprobarlo, por la situación política regional, pensando en que 
luego otros países lo iban a hacer. La oposición, en ese momento, votó sustentando su posición en que era 
bueno para el país en materia internacional. Ahora, en el caso del Banco del Sur no estamos en la misma 
situación porque, por la información que poseo Chile, Colombia y Perú no están formando parte del Banco; 
Chile tendría estatus de observador y Colombia ha dicho que renuncia a formar parte de este proyecto. Esa es 
la información que nosotros tenemos. Como quizás no sea correcta, le preguntamos al señor Ministro. Lo 
mismo sucede con Perú, cuando Alan García no quiso formar parte del Banco del Sur. Entonces, estaríamos 
frente a un banco que no tiene a Chile, a Colombia ni a Perú y creo que no deberíamos tener tanto apremio, 
ya que quedamos solos. 


Por otro lado, Brasil, que tiene una importancia en la que no es necesario profundizar, ni siquiera ha aprobado 
el Tratado Constitutivo del UNASUR, según tengo entendido. Entonces, ¿qué apuro tiene Uruguay para sacar 
este proyecto en 2011 sin tener más tiempo para analizarlo, no solo políticamente sino también desde el 
punto de vista de una estrategia internacional que el país y el Gobierno deben tener? ¿Qué es lo que nos apura 
a aprobar tan rápidamente este proyecto cuando hay tres países que no están y Brasil no aprobó siquiera el 
Tratado? Creo que estamos ante una situación bastante razonable y holgada como para poder seguir 
especulando y viendo cómo se mueven las fichas a nivel de la región. 


Como dice el refrán "No hay morcilla sin sangre" y, por lo tanto, es natural que haya que poner plata para 
generar este tipo de cosas. Yo he leído el proyecto y nuestro aporte como país es de una proporcionalidad 
atenuada comparados con otros países más ricos, que tienen otra espalda como para poner más capital. Pero, 
no deja de ser mucha plata para nosotros. En ese sentido, mi pregunta va en la línea de si esto es una 
prioridad para el Gobierno uruguayo. ¿Es una prioridad el gasto o la inversión de US$ 40:000.000 por año, es 
decir, US$ 400:000.000 en diez años, en la creación de este Banco del Sur? Aparentemente, por los hechos sí 
lo es. De cualquier modo, nos gustaría conocer la opinión política del señor Ministro. 


Luego quisiera preguntar algo muy concreto, más bien a título de intriga. ¿Por qué la sede principal está 
pensada en Venezuela, más allá de que hay algunas subsedes? ¿Es por alguna razón en especial? ¿Es algo 
estudiado? ¿Hay argumentos de peso para que sea allí? No creo que este sea el centro del debate, sino los 
puntos que desarrollé anteriormente. 


SEÑOR ELGUE.- Antes que nada deseo agradecer al señor Ministro y a su equipo por habernos 
ilustrado sobre el Banco del Sur. 


A mí me surgen varias interrogantes, al mismo tiempo que comparto varias de las expresadas por el señor 
Diputado Amado. 


Desde el punto de vista económico y financiero, quisiera saber qué beneficios tiene Uruguay y cuál es la 
prisa en que esto sea aprobado. En cuanto al capital a invertir, que está claro, me gustaría saber cuándo sería 
la primera entrega que Uruguay debe hacer de ese dinero, si el Banco del Sur dará préstamos, en qué 
momento Uruguay podría empezar a recibir esos beneficios que el Banco va a otorgar. Si este es un negocio 
que es prioridad para el Gobierno y el país va a hacer una importante inversión, ¿en qué momento se 
recuperará el dinero invertido en este negocio? Asimismo, quisiera saber cuáles son los países que han 
firmado el acuerdo al día de hoy porque esa información no la tengo. Quisiera saber, además, si el señor 
Ministro tiene información acerca de los países que todavía no han firmado, en qué momento lo harán para 
ver si Uruguay queda aislado en la región -como único país que no firmaría- o si todavía hay varios países 
que están estudiando el tema o que han descartado la posibilidad de sumarse a este proyecto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera comenzar respondiendo las 
inquietudes y consultas realizadas por los señores Diputados, aunque no en el orden en que fueron 
planteadas. 


Deseo empezar por los temas de oportunidad y conveniencia de aprobar el proyecto en los tiempos previstos, 
y que mencionaba el señor Diputado Martínez Huelmo. 


En primer lugar, durante estos últimos meses del año 2011, en varias oportunidades y por dos temas he 
concurrido al Parlamento para solicitar con urgencia las aprobaciones de contribuciones de ampliación de 
capital de instituciones financieras que el país integra. En este caso, fue la reciente ampliación de capital del 
BID votada ya por el Parlamento de la República, y la recientemente considerada ampliación del Fondo 
Monetario Internacional, ampliaciones de capital y contribuciones que nuestros países han hecho. Entonces, 
yo inscribiría las preocupaciones que han motivado las ampliaciones de capital en el FMI y en el BID con el 
resto de las instituciones de cooperación financiera regional, porque son los mismos argumentos. Y los países 
están actuando con mucha diligencia, con mucha preocupación, porque las dificultades de accesos a 
mercados que están encontrando los países implican imaginar nuevas formas de cooperación regional y 
nuevos instrumentos capaces de hacer aquello que los mercados hoy están haciendo relativamente mal. 


El primer elemento a tener en cuenta es que no hay ninguna especificidad en el tratamiento de este proyecto 
desde el punto de vista del Poder Ejecutivo, con la misma urgencia con la que hemos planteado y el 
Parlamento ha aprobado por unanimidad los dos proyectos anteriores. Yo espero que este proyecto también se 
apruebe de la misma manera porque está inspirado exactamente en las mismas cuestiones. 


Permítanme agregar un elemento. Nuestro país está participando del proceso de creación de esta institución 
desde el año 2006. Me tocó participar en las primeras reuniones de contactos políticos y de análisis técnico, 
en mi calidad de Director de Asesoría Macroeconómica y Financiera del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Por lo tanto, llevamos cinco años de intenso trabajo y un rol protagónico del país en estas cuestiones. Por 
ello, nos sentimos muy involucrados con el proyecto. Es un proyecto en el cual nuestro país ha puesto una 
enorme cantidad de esfuerzo y tiempo y ha sido priorizado, insisto, por las mismas razones por las que 
estamos abocados a fortalecer otras instituciones financieras de cooperación regional y extra regional, porque 
es una necesidad para el país. Hoy la situación financiera internacional está caracterizada porque el recurso a 
este tipo de instituciones financieras constituye el respaldo y el resguardo más real que tienen los países ante 
dificultades financieras cuando los mercados funcionan como lo están haciendo en estos momentos. Por lo 
tanto, yo creo que hay muy buenas razones para fortalecer las instituciones existentes y para crear nuevas. Yo 
creo que Uruguay ha sido muy sabio en ese sentido, a lo largo de la historia. Es fundador del Fondo 
Monetario Internacional, de los acuerdos y de las instituciones creadas en Bretton Woods del Banco Mundial 
y del BID. Creó FONPLATA como institución de cooperación regional porque se sumó a la Corporación 
Andina de Fomento, proyecto tremendamente exitoso en la región y que estamos contribuyendo a su 
fortalecimiento. Verdaderamente estamos muy a gusto con nuestra participación en el Fondo 
Latinoamericano de Reservas, lo que no quiere decir que no identifiquemos que en las instituciones 
preexistentes están cubiertas todas las necesidades y todos los instrumentos financieros que el país necesita. 
Permítanme decir, por ejemplo, que en aspectos que tienen que ver con financiamiento del desarrollo -aquí sí 
quiero ser muy enfático- las fuentes de financiamiento son limitadas en lo que refiere a proyectos de 
inversión. 


Es más: en lo que respecta a la programación que tiene el país con el Banco Interamericano de Desarrollo y el 
Banco Mundial nosotros ya hemos dado el marco de financiamiento para los próximos años. Al inicio de 
cada Administración se fijan los límites de acceso al financiamiento de los países y luego hay que distribuirlo 
entre proyectos de inversión y de libre disponibilidad para el financiamiento presupuestario. 


Créanme que hay exceso de proyectos desde el lado del sector público con relación a las fuentes de 
financiamiento disponibles para nuestros países, que no sean las del mercado. 


Este Banco, además, está pensado para que esté mucho más cerca de actores institucionales que tienen más 
dificultad para acceder a otras fuentes de financiamiento regional. La posibilidad de que empresas puedan 
operar directamente con el BID o con la Corporación Andina de Fomento es mucho más compleja de lo que 
se pueden imaginar. No cualquier empresa puede ir a las ventanillas del BID o de la Corporación y logra 
condiciones de financiamiento adecuadas, sin ninguna dificultad. 


Insisto: hay más necesidad de obtener financiamiento que financiamiento disponible. Los últimos tiempos me 
han enseñado que multiplicar y diversificar las alternativas de financiamiento es clave para estar tranquilos 
en materia financiera. El país ha padecido el estrangulamiento de acceso a fuentes de financiamiento en 
muchas oportunidades. Cada una de las crisis importantes que ha tenido el país, primero fueron crisis fiscales 
e instantáneamente se transformaron en crisis de financiamiento, porque no se accede al financiamiento. Y 
¡vaya si la crisis de 2002 fue una crisis fiscal y financiera! La restricción de acceso al financiamiento es lo 
que obliga a tomar medidas y estoy seguro de que los uruguayos hubiésemos preferido tomarlas de otra 
manera. Personalmente, le asigno una enorme importancia al acceso al financiamiento y a la realización de 
acciones proactivas que permitan generar nuevos instrumentos. 


Me gustaría hacer una aclaración: por encima de los US$ 7000:000.000 de capital suscrito hay un mínimo de 
integración de capital que es el que dispara el proceso de activación de las estructuras. Y nosotros somos 
clave en esto, porque hasta hoy han ratificado parlamentariamente Argentina, Venezuela, Ecuador y Bolivia; 
Brasil está pendiente de aprobación. Los cuatrocientos millones de Uruguay hacen la diferencia entre 
empezar o no a construir algo que necesitamos. 


Entonces, no podemos sentir otra cosa que no sea la misma preocupación que tuvimos cuando presentamos lo 
del BID, no siendo importantes; la llave de la capitalización del BID no está en el Grupo Latinoamericano, 
está afuera. Ahora, es nuestra y tenemos que actuar con la misma responsabilidad que lo hemos hecho 
siempre. 


Creo haber fundamentado desde el principio la visión que le otorga prioridad a estas cuestiones, pero 
permítanme hacer una aclaración. Cuando el Diputado consultaba acerca de la prioridad, mencionó la 
prioridad del gasto. Quiero aclarar que esto no es gasto. No comparto la división que suele hacerse entre 
gasto y gasto de inversión. Gastos son los de inversión, los de consumo, los de Gobierno; todos son gastos. 
Las inversiones son gasto; en el gasto público uruguayo, las inversiones son gasto, se computa en el déficit 
fiscal. En el Estado no tenemos contabilidad patrimonial. El problema es que esto no es gasto: es el cambio 
de una forma de capital a otra forma de capital. Nos volvemos accionistas de una organización. 


Con respecto a la rentabilidad quisiera decir que nunca ha habido distribución de utilidades en un organismo 
multilateral. Todos ellos han dado utilidades; como establece el Convenio constitutivo se capitalizarán todas 
las utilidades hasta que sean dos veces el capital neto autorizado del proyecto. Esto es lo lógico, porque uno 
no considera a las instituciones de cooperación desde el punto de vista de las reservas que tiene, ni las coloca 
para movilizarlas y tratar de sacarles el mejor rendimiento. En este caso se trata de apostar a generar 
instrumentos que, si no son generados por nosotros, no están disponibles. Quisiera enfatizar este aspecto: 
estamos creando algo para nosotros. No encuentro un mejor fundamento que ese para hacerme el bien. Este 
proyecto es para hacernos un bien que otros no nos harían. 


Debemos tener en cuenta que es un bien que implica un esfuerzo, hay que trabajar. Construir una institución 
de este tipo es trabajoso. Construir el BID y la CAF significó un enorme esfuerzo. Quienes han llevado 
adelante esa tarea solo merecen elogios. Fíjense que se trataba de un proyecto que recién hace cinco o seis 
años que se abre a países que no formaban parte de la CAN; era un proyecto cerrado y la suma de los países 
del MERCOSUR ha sido clave para revitalizar y fortalecer esta institución. Todos creemos mucho en esa 
institución. 


La localización de las sedes son decisiones políticas. Hay que tener en cuenta que Venezuela ha tenido un 
papel protagónico en el proyecto del Banco del Sur. Yo no sé por qué la sede del BID está en Washington, la 
del FLAR en Cartagena o la de FONPLATA en Santa Cruz de la Sierra. Imagino que en su momento los 
responsables políticos de más alto nivel habrán tenido en cuenta determinadas cosas para decidir dónde se 
localizaban. Hoy Caracas es sede de la CAF, y debo decir que cada vez estamos más satisfechos por los 
aportes que esta institución está realizando a nuestro desarrollo. 


Ahora quisiera hablar de montos. Quiero aclarar que esto no se computa como gasto. Las incorporaciones, ya 
sean al BID, al Banco Mundial, al FMI o a la CAF no se computan como gastos; se trata de un activo que 
cambia de forma. Pasa de ser un activo líquido a un activo accionario en una institución financiera. Pero, 
permítanme decirles que el calendario de incorporación de recursos, sobre todo líquidos, previstos en el 
Banco del Sur, es de muy escasa relevancia financiera si se la compara con la que me ha tocado aprobar hace 
una semana en la Asamblea de la CAF. En esa ocasión se aprobó un acuerdo para llevar a cabo en cuatro años 
una capitalización de US$ 93:000.000; se acordó incorporar en cuatro años US$ 2000:000.000 entre los 
países de la región, que se suma al anterior, y si no me equivoco, era un calendario de seis años de US$ 
120:000.000 más. Si a esto agregamos lo del BID, vemos que estamos construyendo la palanca de 
financiamiento que necesitan nuestros países. Y la estamos construyendo porque nadie nos la da; si no la 
construimos nosotros, nadie nos la regala. 


Si miramos la historia, veremos que los momentos más difíciles de nuestro país en materia fiscal coinciden 
con situaciones que se complican por razones fiscales y después no hay fuentes de financiamiento. Al no 
haber fuentes de financiamientos surgen todas las patologías posibles en materia de cambio de política 
económica. Creo que está más que documentada en la historia económica uruguaya que esto ha sido así. 
Actuar de manera preventiva es la manera como nosotros nos movemos en este sentido. 


Está previsto que el primer incremento de capital se haga un año después de la ratificación por parte de todo 
el conjunto de países que deben hacerlo. Obviamente, el proceso de préstamo u operación financiera de la 
institución comenzará a regir a partir de que la realidad financiera sea tangible. 


En este momento es muy difícil hablar de proyectos concretos; simplemente puedo reiterar lo que se ha 
mencionado hace un momento. Son muchos los proyectos que requieren financiamiento adecuado y no lo 
encuentran. Si hoy el Banco del Sur estuviera disponible, se estaría trabajando mucho con él. Por ejemplo, 
todos los proyectos que se están promoviendo relacionados con la generación de energía eólica, que son 
privados. Parte de los problemas que tienen las principales empresas internacionales para poder presentarse 
en nuestro país radica en las condiciones en que está el acceso al financiamiento en algunos de esos países. 
Entones, están buscando en el BID, en la CAF, en el Banco República u otras instituciones financieras 
alternativas de financiamiento para participar en proyectos. Si nos guiáramos por la situación actual, 
podríamos hacer una larga lista de proyectos que esperan financiamiento en condiciones adecuadas. Imagino 
que cuando llegue al momento en que el Banco del Sur esté operativo, la realidad será muy similar a la 
actual, porque esta situación no es puntual de este año. 


Con respecto a qué grado de satisfacción tiene el Gobierno con las instituciones financieras regionales e 
internacionales, diría que Uruguay tiene buenas razones para sentir que cada una de esas instituciones le 
presta un servicio. Si bien el Fondo Monetario Internacional -con el cual hoy no tenemos otra relación que las 
que están establecidas en su convenio constitutivo vinculadas a la revisión en el artículo 4*”- es una institución 
con la que hoy no estamos operando financieramente, es muy importante y la única a la que el país ha podido 
recurrir cuando ya no hay nadie a quien recurrir. Más allá de la satisfacción que se pueda tener con relación a 
las formas en que coopera el Fondo con los países -vaya que se podría analizar la situación en que se 
encuentra Europa en este momento-, no se puede dejar de lado que cuando se llega al punto en que no hay 
nadie dispuesto a asistir financieramente, ahí está el Fondo Monetario Internacional para actuar. No diría que 
nosotros nos sentimos insatisfechos con el apoyo del Fondo; se puede decir que tenemos insatisfacción con el 
enfoque con el que el Fondo mira las políticas que deben aplicar los países, pero ese es otro tema. 


Yo creo que Uruguay sería verdaderamente injusto si emitiera juicios que no fueran favorables en cuanto a la 
cooperación que brindan el BID y el Banco Mundial. Estas instituciones hoy están asistiendo al país por 
encima de su mandato normal. Tanto el BID como el Banco Mundial tienen una predisposición y una 
realidad de operación en Uruguay que supera los estándares básicos admitidos. Eso es porque nuestro país 
necesita financiamientos multilaterales a buenas tasas, en buenas condiciones y con buena asistencia técnica. 


Con el FLAR tenemos poco tiempo de experiencia, pero permítanme decir que es un formidable 
administrador de reservas. Ojalá muchos de nuestros países obtuvieran resultados en materia de 
administración de reservas, de rentabilización de reservas como los que tiene el FLAR. Nos integramos hace 
poco tiempo, pero nuestra valoración no podría ser mejor. 


Con respecto a FONPLATA diremos que estamos tratando de recuperarlo. Tuvimos una pequeña parálisis de 
casi una década. Hubo problemas jurídicos muy graves que, afortunadamente, se han superado. En este 
momento estamos abocados a la selección de un Presidente ejecutivo para esa institución. Hay un uruguayo 
que se presentó para ese cargo, pero no es el único y, por lo tanto, habrá que decidir. Nosotros queremos 
recuperar FONPLATA. Se trata de una institución de cooperación que tiende a favorecer a los países de 
menor tamaño relativo y menor desarrollo. 


Sería muy injusto si emitiera un juicio adverso sobre alguna de estas instituciones; cada una de ellas presta 
algún servicio a Uruguay. 


Con respecto a la consideración que hacía el señor Diputado Amado en cuanto a la necesidad de embarcarse 
en nuevas empresas, creo que los distintos instrumentos disponibles y este nuevo, no son redundantes. En 
finanzas, cuando uno no tiene instrumentos redundantes, solo recibe beneficios del desarrollo de nuevos 
instrumentos. Si dijéramos que hay otros que están haciendo a plenitud todo lo que se necesita, la creación de 
una institución sería redundante. Entiendo que esto no es así. Quizás podría armarse una ingeniería de 
fortalecimiento para todas las otras instituciones, equivalente a la creación de esta nueva. Pero eso no 
podemos hacerlo solos. A nosotros se nos podría ocurrir ese formidable mecanismo que replica la novedad 
con una suerte de combinación con algunas variantes de lo anterior. Lamentablemente, Uruguay no puede 
hacerlo solo. El espacio político que hemos tenido en estos años ha sido para sumarnos y fortalecer CAF, 
recrear FONPLATA y agregar una institución que yo creo va a ayudar al desarrollo de la región. Por supuesto 
que cuando se piensa en esas instituciones, se sabe que tendrán largos plazos de gestación y construcción. 


Según mi experiencia, cuando se gestan estas instituciones, provocan una buena cantidad de debates 
políticos, pero luego se manejan bien lejos de la política y se transforman en lo que son: instituciones 
financieras que se manejan con criterios financieros y reglas que llevan a que uno sea, a la vez, socio y 
cliente. En definitiva, esa mezcla de socio y cliente es con lo que se tiene que convivir en este tipo de 
instituciones. Por cierto, hay instituciones en las que algunos socios no son clientes como, por ejemplo, el 
BID. Una parte del capital accionario es aportado por países que no solicitan préstamos. En cambio, CAF es 
la antítesis, ya que todos los que somos parte de esa institución, somos prestatarios, incluida España -luego se 
unirá Portugal- que por ahora es el único país extra regional que va a pedir un crédito, y me parece que es una 
buena señal. El hecho de que una institución de cooperación pueda ofrecer instrumentos financieros para que 
sean utilizados por un accionista extra regional minoritario como España, es una buena noticia. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Espero que hayan sido contestadas todas las interrogantes planteadas. 


Agradecemos la presencia de los invitados y, especialmente, al señor Ministro de Economía y Finanzas, 
quien sabemos que en el día de mañana debe viajar pero, de todos modos, aceptó concurrir a la conferencia 
organizada por las Comisiones de Asuntos Internacionales de ambas Cámaras, que contará con la presencia 
de Enrique Iglesias y Roberto Frenkel. 


SEÑOR ELGUE.- ¿Se sabe cuándo suscribirán el acuerdo los países que aun no lo han hecho? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer una aclaración. Desde el principio 
-yo participé de las primeras reuniones, luego Martín Vallcorba ha sido el representante de nuestro 
país en las negociaciones -quedó claro que se les reservaba el lugar a Chile, Colombia y Perú, pero no 
participaron del proceso de elaboración. Cada país se incorporará cuando quiera, ya que está abierto 
para toda la vida. Guyana y Surinam no están en este momento en el proceso. Como ustedes saben en 
Paraguay es bastante difícil lograr la aprobación parlamentaria de iniciativas vinculadas a aspectos 
internacionales; cualquier plazo que se ponga sería arbitrario. Además, pronto se inicia un proceso 
preelectoral que quizás permita que estos temas tengan otro tipo de tratamiento. Si bien no poseo 


información concreta con respecto a Brasil, sé que existe intención por parte del Gobierno de 
promover la aprobación del proyecto a la brevedad. 


El hecho de que los miembros de UNASUR tengan lugar reservado no quiere decir que ser parte de esa 
Unión sea un requisito previo. Se podría llegar a aprobar el Convenio Constitutivo del Banco del Sur, aunque 
demorara más el proyecto de aprobación de la UNASUR en el Congreso brasileño. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia del señor Ministro de Economía y 
Finanzas y sus asesores. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y sus asesores) 
(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio del Interior) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio del Interior, integrada por el 
Director de Asuntos Internacionales, Inspector Principal Horario Zaugg, y por el Subdirector General de 
Secretaría, Inspector General José Pedro Sesser, a efectos de considerar el Estatuto de la Comunidad de 
Policías de América -AMERIPOL-, asunto que ya fue informado por el señor Diputado Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Este asunto fue aprobado en Comisión y remitido al plenario, pero 
volvió. Por este motivo, solicitamos la presencia del Ministerio a efectos de conocer la opinión del Poder 
Ejecutivo respecto al tema AMERIPOL. Estamos convencidos de las bondades del proyecto. 


SEÑOR ZAUGG.- Como saben, AMERIPOL data de 2007. El estatuto ha recibido últimamente 
algunas sugerencias de ajuste, por lo cual se ha sometido al Departamento Jurídico para su análisis. En 
lo que tiene que ver con su aplicación, el Ministerio del Interior, junto con el MERCOSUR y la 
UNASUR, está estudiando el alcance que se va a proporcionar a esta herramienta. 


El estatuto reúne una cantidad de condiciones beneficiosas para los policías, es una plataforma de 
intercambio de información. Obviamente, al tratar delitos transnacionales no solo podemos circunscribirnos a 
los límites nacionales; tenemos que ver el delito en forma transnacional. El instrumento de cooperación que 
ofrece AMERIPOL es muy importante y lo estamos trabajando en el ámbito del MERCOSUR, en lo que 
tiene que ver con intercambiar información, cooperar y lograr mantenernos al día en la forma cómo se 
presentan los diferentes delitos transnacionales. El intercambio de información y la formulación de 
escenarios en los distintos lugares es una herramienta realmente positiva. 


Como decía al principio, el Ministerio del Interior aún está analizando junto con el MERCOSUR y la 
UNASUR el alcance que se dará a este instrumento, a este marco de cooperación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría saber qué quiere decir que se está analizando el alcance que se 
-va a dar. 


SEÑOR ZAUGG.- Tengo entendido que en el MERCOSUR tenemos herramientas similares de 
intercambio de información y de cooperación a nivel de todos los países parte y asociados. 
Precisamente, por esa razón se está analizando si esta herramienta se superpone o estaría duplicada a 
la hora de utilizarla a nivel policial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber si consideran adecuado aprobarlo o hay que esperar esa 
resolución. 


SEÑOR SESSER.- Como decía el Inspector, el Ministerio del Interior está estudiando este asunto. 
Precisamente, en la reunión del equipo ministerial se trató el tema. La idea del señor Ministro era 
pedirles un compás de espera, porque no está claro cuáles serían las atribuciones, los cometidos, las 
jurisdicciones de cada uno de los organismos. Es así que se quiere hacer un estudio más profundo a 
efectos de no superponer organismos que ya existen, de manera de -tener bien claro cuáles serían los 


cometidos -que quedarían bien delimitados- de cada uno de los policías nacionales en lo que tiene que 
ver con este organismo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Yo he presentado el informe y no tengo inconveniente en dejar este 
asunto en suspenso o retirarlo. 


Quiero puntualizar que esta iniciativa llegó al Palacio Legislativo el 9 de julio de 2010, y fue firmada por el 
señor Presidente de la República, por el Canciller Almagro y por los Ministros Bonomi y Lorenzo. Como 
hago con todos los protocolos, procedí a estudiarlo y a redactar el informe. Me sorprende que luego de haber 
consultado al Ministerio -aunque fuera de manera informal -reciba esta noticia. Como dije, no tengo 
inconveniente en retirarlo. Quiero resaltar que hemos actuado con agilidad en el tratamiento de este tema 
creyendo que ya estaba definido. Es verdad que en el MERCOSUR se aplica una cooperación y una 
coordinación. Obviamente, el MERCOSUR y Chile no es la geografía que nos presenta AMERIPOL, que 
tiene a casi toda América Latina integrada y, además, a la OEA y a una serie de organizaciones de Europa. Es 
un plan muy ambicioso. Nosotros hicimos el informe teniendo en cuenta estos datos e informaciones, que me 
las tuve que proveer personalmente. 


Reitero que no tenemos problema en dejar este asunto en suspenso y si el Ministerio lo desea que pase una 
nota y lo archivamos. 


SEÑOR SESSER.- No creo que la cuestión sea que se archive este asunto, sino hacer un compás de 
espera. El señor Ministro nos dijo que quería analizar este tema más en profundidad. Inclusive, en una 
reunión de Ministros que se realizó hace unos días en Trinidad y Tobago, él iba a manifestar algunas 
inquietudes al respecto. Pero, en esa reunión en la que supuestamente se iba a afinar la aplicación de 
esto, no se trató el tema en absoluto. Tal vez, podríamos posponer este asunto quince días. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como Presidenta de la Comisión les decimos que nos preocupa que no se 
apruebe esta iniciativa, porque hicimos la tarea con máxima responsabilidad y no se logró ningún 
resultado. 


El Poder Ejecutivo el 9 de julio de 2010 reitera el mensaje que envió el 26 de enero de 2009. Nos preocupa 
este cambio de posición. La eficacia parlamentaria no se va a ver menguada por el hecho de mantener este 
tema hasta el próximo año. 


Como Presidenta de la Comisión, solicito al señor Ministro y al señor Subsecretario que nos comuniquen por 
escrito si hay algún motivo significativo para suspender este tema. Nos hubiera gustado recibir alguna 
información acerca de si existe algún elemento nuevo que genere este cambio de política. 


SEÑOR AMADO.- Quiero respaldar el trabajo realizado por el compañero Martínez Huelmo porque 
viene trabajando desde hace tiempo en este tema -lo ha presentado en la Comisión, luego fue al 
plenario y volvió a Comisión- con la seriedad y responsabilidad que lo caracterizan. Yo diría que el 
proyecto merece el respaldo de todos los partidos y creo que al decir esto, digo casi todo. 


Sin embargo, hay algo que me llama poderosamente la atención: el señor Ministro manda un proyecto al 
Parlamento hace bastante tiempo -fue firmado en 2009, pero ingresa en junio de 2010-, pero se está a merced 
de lo que no se trabajó en una reunión que tuvo lugar hace diez días. Evidentemente, eso nos genera una 
preocupación legítima en cuanto a la seriedad con que se firmó en un primer momento este proyecto y se 
mandó a este Poder para que fuera tratado. Por eso, y en sintonía con lo señalado por la Presidenta, creo que 
nos merecemos una explicación lo antes posible respecto del cambio de actitud. 


SEÑOR ELGUE.- Respaldo y apoyo el trabajo realizado por el señor Diputado Martínez Huelmo 
sobre este tema en particular. 


Asimismo, me sumo al pedido de explicación formal de parte del Ministerio del Interior de por qué el cambio 
de parecer en función de lo que se ha venido trabajando. 


SEÑOR ZAUGG.- Quizás me expresé mal o se interpretaron mal mis palabras. Acá no hay un cambio 
de parecer; simplemente se está pidiendo una postergación de unos días para el tratamiento del tema. 


SEÑOR SESSER.- En la última semana del mes de noviembre recibimos de la Secretaría Ejecutiva de 
AMERIPOL un nuevo envío del Estatuto con algunas observaciones y sugerencias de cambio de parte 
de algunos de los países miembro. La semana pasada lo sometimos al Departamento Jurídico del 
Ministerio del Interior y eso conduce a este resultado. Hay que analizar cuáles son las propuestas y si 
nosotros las acompañamos o hacemos alguna devolución a la organización. 

SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- ¿Eso significa que puede haber algún cambio en el texto? 

SEÑOR SESSER.- Por eso lo tenemos en análisis en el Departamento Jurídico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su comparecencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


